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Acción de tutela – Fallo

ESCRITO DE TUTELA

Por conducto de apoderado judicial, el señor Germán Sarmiento Uribe, acude  a la acción de tutela para que se protejan sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, el debido proceso y la defensa que estima vulnerados por el Juzgado 27 Administrativo de Medellín y el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala de Descongestión.

Narra que ingresó a la Policía Nacional el 20 de agosto de 1996; en su calidad de subintendente fue asignado al Comando de la Policía Metropolitana de Medellín. Como consecuencia de un video emitido en el Noticiero Caracol, donde se publicó un video que denunciaba el presunto hurto de gasolina de vehículos oficiales de la Policía Nacional, fue remitida novedad al Comandante de Policía de Laureles, donde se incluía su nombre entre los presuntos implicados en el hecho, y en consecuencia, le fue abierta investigación disciplinaria el 29 de agosto de 2006 No. SIJUR 2006-95.

La Junta de Evaluación y Clasificación de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá para suboficiales, Personal del nivel Ejecutivo y Agentes, sin previo análisis, motivación e individualización de las conductas, decide recomendar por razones del servicio y en forma discrecional, su retiro y el de los demás implicados en el video.

Con base en lo anterior, se expidió la Resolución No. 000201 del 30 de agosto de 2006, mediante la cual se le retiró, junto a Vásquez Zapata Edwin, Ibarguen Asprilla Yairton, Moreno Barrientos José Ricardo y Sierra Vargas Roberto, del servicio activo de la Policía, en un acto que considera huérfano de exposición de motivos y de criterios objetivos. Agrega que los retirados corresponden a las mismas personas que fueron relacionadas en el video del canal nacional, lo que patentiza una clara vulneración a su debido proceso, a la defensa, así como a un juicio disciplinario y a la presunción de inocencia.

Mediante audiencia verbal de la Oficina de Control Disciplinario Interno del Comando de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá del 31 de agosto de 2006, se le absolvió de toda responsabilidad disciplinaria dentro de la investigación disciplinaria previamente comentada.

Demandó el acto de retiro, proceso que fue fallado por el Juzgado 27 Administrativo de Medellín  y el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala de Descongestión, quienes denegaron las pretensiones de la demanda, desestimando las pruebas arrimadas al plenario, que señalaban el nexo causal entre el video periodístico y la decisión de retirarlo.

Señala que es inentendible que el mismo Tribunal, en la misma sala de decisión, emitiera otra sentencia sobre el mismo caso, donde se controvertía igualmente la Resolución 00201 mediante la cual se retiró a Yairton Ibarguen Asprilla, entre otras personas incluida el petente, pero sí se accedió a los pedimentos de la demanda, expediente en el que se presentaron las mismas pruebas arrimadas al suyo, pues la abogada es la misma.

Advierte que en el proceso de su compañero sí se dio valor probatorio a la noticia emitida en el Canal Caracol, indicando que no fue tachada de falsa por la entidad quien al respecto guardó silencio, por lo que al haberse presentado dos días después de emitida la noticia, el retiro del uniformado, lo que el Tribunal en esa sentencia, consideró una suerte de sanción frente a la supuesta responsabilidad disciplinaria por el eventual robo de combustible endilgado, y constituía desviación de poder.

Con base en lo anterior, considera que se vulneran sus derechos, pues en su caso no fue valorada la misma prueba que sí se valoró en el caso de su compañero.

Cita la sentencia del Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección “B”, del 25 de noviembre de 2010, radicado No. 2003-0792-01, Actor: René Triana Rivera, en la cual se indica que debe deslindarse la facultad discrecional de la disciplinaria. 

Pretende que se tutelen sus derechos fundamentales, y se deje sin efectos la sentencia del 19 de diciembre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, dentro del proceso radicado No. 2007-0022, en consecuencia, que se ordene que en el término de 48 horas, se profiera una nueva sentencia en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, teniendo en cuenta los lineamientos de las distintas providencias sentadas por el órgano de cierre.

ACTUACIÓN PROCESAL 

Mediante auto del 15 de febrero de 2013, fue admitida la acción de tutela y se ordenó, además, la notificación a los Magistrados integrantes del Tribunal Administrativo de Antioquia y Juez 27 Administrativo de Medellín, como demandados, y a la Policía Nacional, como tercero interesado en las resultas del proceso.

Informe de la Policía Nacional

Señala que las providencias que se censuran obedecieron al criterio autónomo, libre y consciente de las autoridades judiciales que las profirieron; que se presenta la improcedencia general de la acción sub lite por controvertir providencias judiciales, por no ser el mecanismo jurídico válido para desconocer los efectos de la declaratoria del derecho sustancial plasmado en una sentencia definitiva, cuando no se presenten las causales de procedibilidad de la acción, pues ello atentaría contra la seguridad jurídica, al permitirse que un juez ajeno al debate, mediante un procedimiento informal y sumario, entre a compartir con el competente la decisión final.

Agrega que se trata de convertir a la acción de tutela en una tercera instancia, donde el mecanismo judicial procedente ya fue utilizado y resuelto de manera desfavorable a las pretensiones de la parte actora. Solicita que se rechace la acción por improcedente.

Informe del Juzgado 27 Administrativo de Medellín

La titular del despacho manifiesta que la argumentación esgrimida en la providencia, cuando fue emitida, es cierta, clara, suficiente y pertinente, como se puede apreciar de su contenido. Del mismo modo, agrega que según el dicho de la Corte Constitucional, la acción de tutela no es una vía alterna para rectificar decisiones judiciales en firme o para desautorizar interpretaciones judiciales que se hacen dentro del marco de la autonomía y la independencia del juez, por lo que su procedencia está restringida a la ocurrencia del ejercicio arbitrario, voluntarista y caprichoso del poder judicial, situaciones que no se presentaron en el caso concreto.

Arguye que la acción de tutela no cumple el requisito de la inmediatez en su interposición, pues se verifica catorce (14) meses después de proferido el fallo de segunda instancia que se censura. Manifiesta que, por su parte, la decisión que emitió en primera instancia, contiene un análisis amplio y detallado de la normativa que contempla el ejercicio de la facultad discrecional para el retiro del servicio de agentes de la Policía Nacional, y se ocupa de analizar si dicha facultad constituye una causal de nulidad del acto administrativo demandado, valorando la prueba aportada, conforme a las reglas definidas por el C. de P.C. y en la jurisprudencia del Consejo de Estado, sobre análisis y valoración de la prueba. 

Informe del Tribunal Administrativo de Antioquia

Advierte que no se presenta el requisito de la inmediatez en la interposición de la acción de tutela, pues trascurrieron casi doce meses entre el fallo que se censura y la radicación de la acción, lo que la torna improcedente. Respecto del fondo del asunto, señala que los informes periodísticos carecen de valor probatorio para demostrar que la administración utilizó en contra del actor, incorrectamente, el poder discrecional, por lo que concluyó que mediante su ejercicio no trató de sancionar las faltas por las cuales supuestamente se le estaba acusando. Por lo demás, señala que el buen comportamiento y desempeño del actor no le otorga por sí solo estabilidad laboral.

Expresa que la sola coincidencia temporal entre la noticia y el retiro, no acredita el vicio de nulidad cuestionado, en la medida que dicha proximidad temporal puede llegar a ser una concomitancia frente a  una valoración de la buena prestación del servicio que efectuó la Policía Nacional que condujo a su retiro de la Institución.

Increpa que no existe prueba que demuestre que de no haberse presentado los hechos en que se vio inmerso el petente, no se hubiera efectuado su retiro, o que existió persecución de sus jefes inmediatos. Argumenta que discrepancia de las partes con las decisiones que el juez adopte en ejercicio de su autonomía no implica que vulnere preceptos constitucionales.

Finalmente, dice que la acción de tutela contra providencias judiciales no se instituyó como un análisis de las mejores razones entre las vertidas en la sentencia objeto de tutela y la interpretación sostenida por el tutelante, pues en ese caso la acción pasaría a constituir una tercera instancia, hecho absolutamente inexistente en le ordenamiento jurídico colombiano.

Para resolver, se 

CONSIDERA

Previo análisis de procedencia de la acción de tutela, corresponde a la Sala determinar si se vulnera el derecho a la igualdad del actor, por parte del Tribunal Administrativo de Antioquia, al emitir la sentencia del 19 de abril de 2011 en el trámite del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que inició para controvertir el acto que dispuso su retiro, y el de otras personas, de la Policía Nacional.

El artículo 86 de la Carta Política establece la posibilidad de instaurar la acción de tutela para reclamar ante los jueces mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública.

Conforme al artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, este mecanismo sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se utilice como un instrumento transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable, el cual deberá probarse.

Asimismo, respecto de la acción de tutela que envuelva el examen de providencias judiciales, ha sido copiosa la jurisprudencia nacional al decir que es improcedente cuando el demandante tenga a su alcance otro medio de defensa judicial o cuando teniéndolo no lo haya utilizado. Por ello es preciso advertir que la acción de tutela no tiene por objeto revivir términos judiciales expirados, ni constituye una instancia más dentro de un proceso ordinario, máxime cuando la persona afectada ha tenido a su disposición los recursos de ley y ha agotado las instancias existentes.

El Consejo de Estado - Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, a través de la sentencia del 31 de julio de 2012, proceso radicado No. 2009-01328-01, ponencia de la Doctora María Elizabeth García González, acogió la tesis, que esta Sección ha venido predicando de tiempo atrás, de la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales, recogiendo así la posición mayoritaria predicada por otras Secciones de esta Corporación sobre la improcedencia general y, por principio, del referido mecanismo de amparo contra las providencias judiciales.  

La Sala dejó sentado lo siguiente: “(…)se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente. En consecuencia, en la parte resolutiva, se declarará la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. (…)” 

En atención a lo expuesto, estima la Sala necesario precisar, que la procedencia de la acción de tutela, en estos particulares casos, resulta viable sólo si los alegatos de la demanda se encuentran sustentados en la violación de derechos fundamentales constitucionales relacionados con el debido proceso y el derecho de defensa (art. 29) o con el acceso a la administración de justicia (art. 229), por tratarse precisamente de garantías esenciales de un proceso de tal naturaleza.

Asimismo, es preciso que la acción sea interpuesta en un término prudencial, observando el principio de la inmediatez, de tal modo que se garantice la eficacia de la protección tutelar invocada y se evite satisfacer las pretensiones de aquellos que por su desidia e inactividad, acudieron inoportunamente a solicitar el amparo respectivo de sus derechos. Cabe resaltar que se desvirtuaría la necesidad de la protección constitucional
 que brinda la acción de tutela, cuando esta no es ejercitada dentro de un término razonable, por cuanto el prolongado paso del tiempo entre la ocurrencia de los hechos que se muestran como violatorios de derechos constitucionales fundamentales y la interposición del mecanismo de protección, supondría la desfiguración de la acción judicial como medio expedito y excepcional.

El presente asunto, a juicio de la Sala, reviste relevancia constitucional y merece ser analizado, dado que se plantea la trasgresión de, entre otros, los derechos al acceso a la administración de justicia y a la igualdad, al no ser fallado el proceso que inició el actor conforme a otra decisión, emitida en proceso análogo, con identidad de actos demandados, accionados, argumentaciones y pruebas.

La Sala descarta, en primer término, la falta de inmediatez en la presentación de la acción de tutela, pues en asuntos en los que se controviertan providencias judiciales, se ha mantenido el criterio de que su interposición debe realizarse al menos en el año siguiente a que haya sido proferida y notificada dicha decisión, situaciones que en el caso del tutelante se verificaron, respectivamente, el 19 de diciembre de 2011 (Fl. 92) y el 20 de enero de 2012 (fecha de fijación del edicto respectivo Fl. 106 Vto.), de manera que la acción se interpuso en esta Corporación el 22 de enero de 2013 (Folio anterior al 1).

La Constitución Política en su artículo 13 indica que: “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados. (…)”. [Se resalta].

Se tiene entonces que, por regla general, todas las personas son iguales ante la ley, es decir, deben recibir la misma protección y trato de las autoridades y gozar de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación, de manera que la ley no puede consagrar ni privilegios ni discriminaciones.

Lo anterior supone que para que se presente vulneración del derecho a la igualdad debe existir una discriminación entre iguales, frente a situaciones fácticas idénticas, sin que pueda predicarse la vulneración del aludido derecho por el sólo hecho de querer obtener prerrogativas que le fueron concedidas a sujetos que no se encuentran en las mismas condiciones
.

De otro lado, es menester que quien alegue la vulneración del mentado derecho pruebe de manera indefectible esa circunstancia, es decir, que manifieste un criterio de comparación que demuestre su situación de discriminación. Así lo explicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-338 de 2003, con ponencia del Magistrado Álvaro Tafur Galvis:

“Es preciso demostrar un criterio de comparación, como referente valorativo en relación con el cual se lleva a cabo el juicio de igualdad. Así quien pretende alegar que está siendo objeto de un trato discriminatorio debe enfrentar su situación particular a aquella de otras personas que estando en igualdad de circunstancias  fácticas y bajo los mismos parámetros legales está teniendo un trato preferente, con lo cual quedaría demostrada la discriminación”.

Tratándose de acciones de tutela contra providencias judiciales en las que se ventile trasgresión del derecho a la igualdad, por considerarse que se desconoce el criterio del propio fallador en asuntos de idéntica naturaleza (precedente horizontal) o el criterio del superior (precedente vertical), ha reiterado la Sala el dicho de la Corte Constitucional respecto a que: “…  el respeto al precedente es al derecho lo que el principio de universalización y el imperativo categórico son a la ética, puesto que es buen juez aquel que dicta una decisión que estaría dispuesto a suscribir en otro supuesto diferente que presente caracteres análogos…”
.

No obstante la importancia de la regla de vinculación al precedente, también se ha señalado que no puede ser entendida de manera absoluta, pues no se trata de petrificar la interpretación judicial ni de convertir el criterio de autoridad en el único posible para resolver un asunto concreto, pues de lo que se trata es de armonizar y salvaguardar los principios constitucionales que subyacen a la defensa del precedente, sin que ello obste para que el funcionario judicial se aparte de su propio precedente o del resuelto por el superior jerárquico, siempre y cuando explique y sustente de manera expresa, amplia y suficiente las razones por las que modifica su posición, de ahí que al juez corresponde la carga argumentativa de la separación del caso resuelto con anterioridad.

Por ello, en caso de que el funcionario judicial se aparte del precedente “ya sea porque omite hacer referencia a el, o porque no presenta motivos razonables y suficientes para justificar su nueva posición, la consecuencia no es otra que la violación de los derechos a la igualdad y al debido proceso, lo que da lugar a la protección mediante acción de tutela”
.

Ahora, se tiene que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que interpuso el actor, cuya sentencia controvierte, pretendió obtener la nulidad la Resolución 00201 del 27 de agosto de 2006, por medio de la cual fue retirado, junto a otros policiales como el señor Yairton Ibarguen Asprilla,  del servicio activo; decisión proferida por el Comandante de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, previo concepto de la Junta de Evaluación y Clasificación de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá; a título de restablecimiento, solicitó su reintegro. 

El proceso lo decidió en segunda instancia, a través de la sentencia del 19 de diciembre de 2011, el Tribunal Administrativo de Antioquia, en Sala de Decisión conformada por los Magistrados Juan Carlos Hermosa Rojas, Maria Nancy García García y Juan Carlos Hincapié García, quien confirmó la decisión del Juzgado 27 Administrativo de Medellín, que denegó las súplicas de la demanda (proceso radicado No. 2007-00022-01).

Asimismo señala, que entre las personas que conformaron la lista de retirados mediante el acto que demandó (Resolución 00201), se reitera, se encontraba también el señor Yairton Ibarguen Asprilla, quien igualmente acudió a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pretendiendo su nulidad y el respectivo reintegro, solicitud que fue fallada por el Tribunal Administrativo de Antioquia mediante sentencia del 20 de junio de 2012, en Sala de Decisión conformada por los Magistrados Juan Carlos Hincapié Mejía, María Nancy García García y Juan Carlos Hermosa Rojas, decisión en la que se revocó la sentencia de primera instancia dictada por el Juzgado 13 Administrativo de Medellín y en su lugar, se declaró la nulidad del acto acusado y se dispuso el reintegro, sin solución de continuidad (Proceso radicado No. 2006-00220-01).

A efecto de resolver el problema jurídico, se efectuará un paralelo entre las decisiones emitidas por el Tribunal Administrativo de Antioquia, para determinar de qué manera pudo haberse vulnerado el derecho a la igualdad:

	Proceso Radicado No. 2007-00022-01

Actor: Germán Sarmiento Uribe (Fl. 92 y s.)
	Proceso radicado No. 2006-00220-01

Actor: Yairton Ibarguén Asprilla (Fl. 146 y s.)

	Pretensiones: Nulidad de la Resolución 000201 del 30 de agosto de 2006, que lo retiró del servicio activo, proferida por el Comandante de Policía del Valle de Aburrá. Como restablecimiento del derecho que se ordene su reintegro con todos los derechos laborales.
	Pretensiones: Nulidad de la Resolución No. 000201 del 30 de agosto de 2006, del Comandante de la Policía del Valle de Aburrá que lo retiró por voluntad de la Dirección General de la Policía Nacional; como restablecimiento del derecho, que se ordenara su reintegro con las consecuencias que acarrea.

	Alegaciones de la demanda: Desviación de poder, porque la facultad discrecional fue disfrazada de legalidad en un retiro producto de una denuncia sobre un presunto robo de gasolina, hecho que fue ventilado en un noticiero nacional. De manera que los policiales implicados fueron todos retirados. 
	Alegaciones de la demanda: El acto de retiro fue arbitrario, vulneró derechos fundamentales, con desviación de poder y constituye una extralimitación de funciones al ser utilizado para disfrazarlo de legalidad, porque fue resultado de una denuncia sobre el presunto robo de gasolina, sin que haya podido ejercer el derecho de defensa, vulnerando la presunción de inocencia.

	Decisión de primera instancia: Denegó las súplicas de la demanda. Juzgado 27 Administrativo de Medellín, sentencia del 2 de agosto de 2010.
	Decisión de primera instancia: Denegó las súplicas de la demanda. Juzgado 13 Administrativo de Medellín, sentencia del 16 de mayo de 2011.

	Decisión de segunda instancia: Confirmó la decisión de primera instancia. Tribunal Administrativo de Antioquia, sentencia del 19 de diciembre de 2011. 
	Decisión de segunda instancia: Revocó la decisión de primera instancia., declaró la nulidad del acto demandado, condenó a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional –Policía Nacional a reintegrar al actor, sin solución de continuidad, a un cargo equivalente al de patrullero que venía desempeñando al momento del retiro.  Tribunal Administrativo de Antioquia, sentencia del 20 de junio de 2012.

	Argumentos de la segunda instancia: 

· Los documentos periodísticos del Periódico El Mundo y el Canal Caracol carecen de eficacia probatoria para acreditar hechos de la demanda, porque narran declaraciones que el comunicador recibió de terceros ajenos al proceso, y carecen de connotaciones propias de documentos de contenido testimonial o confesiones, que no demuestran que las supuestas faltas que de las que se le acusaba fueran atribuibles al acto demandado.

· El acto se presumía expedido en razón del buen servicio, que no requiere motivación para fundamentar la facultad discrecional, que sólo exige la recomendación de la Junta de Evaluación y Clasificación, recomendación que se presentó en el caso del actor.

· Si bien el policial observó buen desempeño y comportamiento, ello no le otorga estabilidad por si solo.

· La coincidencia temporal entre la noticia y la desvinculación no demuestra el nexo causal entre ellas, porque la facultad discrecional y la disciplinaria tienen vías completamente distanciadas, y pudo ocurrir una concomitancia frente a una valoración de la buena prestación del servicio que condujo a su retiro.

· Concluyó que no había pruebas que demostraran que de no haber ocurrido los hechos en los que se vio inmerso el agente, no se hubiera efectuado su retiro. No se demostraron los motivos desviados.  
	Argumentos de la segunda instancia:

· La facultad discrecional es autónoma de la potestad disciplinaria, pero no es absoluta, sobre todo cuando se demuestra que el nominador so pretexto de la facultad discrecional, disfraza una sanción disciplinaria.

· La buena conducta y buena prestación del servicio no genera estabilidad porque es lo esperable de todo servidor público.

· Si bien el informe periodístico no tenía plena fuerza probatoria, otros elementos aportados, como el Informe del Comandante de la Estación de Policía de Laureles que aludió a los hechos que refirió la emisión del noticiero Caracol, la entidad demandada guardo silencio en el ejercicio del legítimo derecho de defensa, y pese a ser aportado oportunamente el documento, no lo tachó de falso, ni cuestionó su validez, de manera que lo tuvo como prueba idónea valorable.

· El acto cuestionado contiene una facultad discrecional que no requiere motivación y se presume realizado por la Policía Nacional en aras del buen servicio, pero estuvo lejos de ser adecuada a los fines de la norma que lo autoriza y proporcional a los hechos que le sirvieron de causa, porque apenas dos días después de la publicación del video del robo de combustible en el medio televisivo nacional, y suscrito el informe del Comandante de Laureles, se produjo la salida del actor, junto con otros miembros de la institución, mencionados en el referido informe, por lo que no hay asomo de una simple coincidencia, sino un nexo causal inescindible entre la publicación del video, el informe de novedad y el retiro. 

· La celeridad como principio funcional no puede confundirse con la precipitación en la toma de decisión, máxime cuando implican el retiro del servicio, pues se corre el grave riesgo de tornarse injusta e incluso arbitraria al no haber mediado  una comprobación serena de los hechos, lo que denota resolución de problemas obedeciendo a una justicia mediática, donde la razón está del lado de lo que los  medios de comunicación publican o quieren tener como verdad absoluta.

· De acuerdo a la hoja de vida la permanencia del policial en la institución no resultaba inconveniente, ni ha prueba de actuaciones del actor que se encaminaran a entrabar el servicio o las actuaciones disciplinarias que culminaron con fallo absolutorio.


Pues bien, efectuando un test de igualdad respecto de los casos ventilados, la Sala encuentra que se trata de dos demandas de idéntica naturaleza, iniciadas por dos policiales que fueron retirados mediante el mismo acto administrativo (resolución No. 000201 del 30 de agosto de 2006), en ejercicio de la facultad discrecional con que cuenta la Institución Policial, quienes afirmaron en sus correspondientes libelos haber sido mencionados en la noticia emitida en el Canal Caracol sobre una situación de robo de combustible por agentes de la Policía Nacional del Área Metropolitana del Valle de Aburrá; a quienes se les inició proceso disciplinario del cual fueron absueltos. Por otra parte, las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho que iniciaron, en sentidos iguales, fueron resueltas por la misma sala de decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, con distintos ponentes y en distintas fechas y con criterios totalmente opuestos, según se ilustró.

Lo anterior pone de presente que se presenta trasgresión del derecho a la igualdad, pues siendo las situaciones ventiladas idénticas, los análisis probatorios y fácticos que realizó el mismo tribunal frente a una y otra, responden a posiciones disímiles que generan la resolución de uno de los casos de manera negativa y de otro, de manera positiva.

No encuentra la Sala razón alguna para tal situación, pues si bien el Tribunal antes de proferir la decisión favorable, había sentado un precedente negativo ante el mismo problema jurídico, no siguió su línea o se apartó motivadamente de ella, desconociendo que el juez de la causa debe emitir decisiones que esté dispuesto a suscribir posteriormente en otros casos análogos.

No quiere decir con ello la Sala que los jueces deben resolver conforme a eventuales decisiones favorables, pues no es dable adivinar, si se quiere, cual será la posición que se adopte respecto de determinada situación, sin embargo, el análisis probatorio que efectuó en el primer caso, el del aquí tutelante, respondió a un excesivo rigorismo que posteriormente desechó dando paso a una interpretación armónica de todas las pruebas, poniendo de presente que si la entidad demandada no tachaba de falsa o se oponía a la prueba periodística, su valoración podía acompasarse con documentación adicional signada por la propia entidad, como ocurrió en el caso del señor Yairton Ibarguen Asprilla.  

En ese sentido, no puede hablarse de desconocimiento del precedente judicial porque al momento de signarse la decisión que se controvierte no se había emitido aquella sentencia comparativa favorable a los intereses de su compañero, empero, sí es dable hablarse de un excesivo ritual para valorar las pruebas del proceso que inició el señor Germán Sarmiento Uribe, que desconoce garantías fundamentales como el debido proceso y el acceso a la administración de justicia de quien acude en protección de sus derechos y que amerita la intervención del juez constitucional. 

Así, la Sala considera que debe efectuarse un nuevo pronunciamiento por parte del Tribunal accionado en el caso del tutelante con base en todas las consideraciones que se expresaron.

En consecuencia, se concederá el amparo de los derechos a la igualdad, el acceso a la administración de justicia y el debido proceso del actor, y se dejará sin efectos la providencia del 19 de diciembre de 2011, emitida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión – Subsección Laboral, y se ordenará que en el término de cuarenta (40) días, emita una nueva decisión que reemplace la adoptada, teniendo en cuenta el criterio para valorar pruebas que ha sostenido la misma sala en cuestiones análogas.

La Sala aclara que la presente sentencia no incide ni determina el sentido de la decisión que deberá sustituir a la que es anulada, pues el juez natural preserva su criterio y su propia responsabilidad al expedir el fallo sustitutivo.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

CONCÉDESE el amparo de los derechos a la igualdad, el acceso a la administración de justicia y el debido proceso del señor Germán Sarmiento Uribe. En consecuencia se dispone:

DÉJASE sin efectos la providencia del 19 de diciembre de 2011, emitida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión – Subsección Laboral. ORDÉNASE a dicha Corporación judicial que en el término de cuarenta (40) días, emita una nueva decisión que reemplace la que se deja sin efectos, teniendo en cuenta el criterio para valorar pruebas que ha sostenido la misma sala en cuestiones análogas, según se ilustró.

DEVUÉLVANSE  a los despachos de origen los expedientes enviados en calidad de préstamo.

Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

GUSTAVO GÓMEZ ARANGUREN

ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
� Al respecto puede consultarse la sentencia SU-961 de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia T- 011 de 1999, Corte Constitucional, M.P. Alfredo Beltrán Sierra 


� Ibídem.


� Corte Constitucional, Sentencia T-766 de 2008. M.P. MONROY CABRA Marco Gerardo. Bogotá.





